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NORMATIVA Ley 37/1992 art. 78-Tres; 

DESCRIPCION-HECHOS La consultante es una aseguradora que decide abonar en metálico a 
sus clientes la indemnización que corresponde a los costes de 
reparación de un siniestro. 

CUESTION-PLANTEADA Sujeción de la indemnización abonada. 

CONTESTACION-COMPLETA 1.- El artículo 78, apartado tres, número 1º Ley 37/1992 de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido (BOE de 29 de 
diciembre) establece que no se incluirán en la base imponible "las 
cantidades percibidas por razón de indemnizaciones, distintas de las 
contempladas en el apartado anterior que, por su naturaleza y 
función, no constituyan contraprestación o compensación de las 
entregas de bienes o prestaciones de servicios sujetas al Impuesto".

Es criterio reiterado de este Centro Directivo que, con carácter 
general, para determinar si existe una indemnización a los efectos 
del Impuesto, es preciso examinar en cada caso si la cantidad 
abonada tiene por objeto resarcir al perceptor por la pérdida de 
bienes o derechos de su patrimonio o, por el contrario, si su objetivo 
es retribuir operaciones realizadas que constituyen algún hecho 
imponible del Impuesto. Es decir, habrá que analizar si el importe 
satisfecho por la entidad consultante se corresponde con un acto de 
consumo, esto es, con la prestación de un servicio autónomo e 
individualizable, o con una indemnización que tiene por objeto la 
reparación de ciertos daños o perjuicios. 

Respecto a la posible existencia o no de determinadas entregas de 
bienes y/o prestaciones de servicios sujetas al Impuesto sobre el 
Valor Añadido en el supuesto de hecho descrito, resultan de interés 
los criterios fijados por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en 
sus sentencias de 29 de febrero de 1996, Asunto C-215/94, y de 18 
de diciembre de 1997, Asunto C-384/95.

En la sentencia de 29 de febrero de 1996, asunto C-215/94 (en lo 
sucesivo, sentencia Mohr), el Tribunal de Justicia se pronunció sobre 
la cuestión de si, a efectos de la Sexta Directiva, constituye una 
prestación de servicios el compromiso de abandonar la producción 
lechera que asume un agricultor en el marco de un Reglamento 
comunitario que establece una indemnización por el abandono 
definitivo de la producción lechera.

El Tribunal de Justicia respondió negativamente a esta cuestión, al 
declarar que el Impuesto sobre el Valor Añadido es un impuesto 
general sobre el consumo de bienes y servicios y que, en un caso 
como el que se le había sometido, no se daba ningún consumo en el 
sentido del sistema comunitario del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
Consideró el Tribunal de Justicia que, al indemnizar a los 
agricultores que se comprometen a abandonar su producción 
lechera, la Comunidad no adquiere bienes ni servicios en provecho 
propio, sino que actúa en el interés general de promover el 
adecuado funcionamiento del mercado lechero comunitario. En 
estas circunstancias, el compromiso del agricultor de abandonar la 
producción lechera no ofrece a la Comunidad ni a las autoridades 
nacionales competentes ninguna ventaja que pueda permitir 
considerarlas consumidores de un servicio y no constituye, por 
consiguiente, una prestación de servicios en el sentido del apartado 



1 del artículo 6 de la Sexta Directiva.

En la sentencia de 18 de diciembre de 1997, asunto C-384/95 (en lo 
sucesivo, sentencia Landboden), el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea señaló que, en contra de determinadas interpretaciones del 
citado razonamiento seguido por el Tribunal en la sentencia Mohr, 
"tal razonamiento no excluye que un pago realizado por una 
autoridad pública en interés general pueda constituir la contrapartida 
de una prestación de servicios a efectos de la Sexta Directiva y 
tampoco supone que el concepto de prestación de servicios 
dependa del destino que dé al servicio el que paga por él. 
Únicamente debe tenerse en cuenta, para quedar sujeto al sistema 
común del Impuesto sobre el Valor Añadido, la naturaleza del 
compromiso asumido y este compromiso debe suponer un consumo" 
(punto 20 de la sentencia).

En el supuesto de hecho expuesto en la consulta, la cantidad que la 
entidad consultante abona a sus clientes en caso de siniestro no 
constituye contraprestación de ninguna operación sujeta al Impuesto 
sobre el Valor Añadido efectuada. La función de dicha cuantía es 
resarcir a sus clientes de los costes de reparación que dicho 
siniestro le ha causado. 

De acuerdo con lo expuesto, dichos importes tienen la consideración 
de indemnización a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido y no 
forman parte de la base imponible de ninguna operación sujeta a 
dicho Impuesto, no debiéndose repercutir el Impuesto con ocasión 
del pago de los citados importes por la consultante.

2.- Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo 
dispuesto en el apartado 1 del artículo 89 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre.


